
26

2. EjE PERsONAs

La reducción de la lista de espera y la optimi-
zación de los tiempos de tramitación de las 
solicitudes de dependencia han constituido 
los objetivos prioritarios del Plan de Choque de 
la Dependencia 2021-2023, puesto en marcha 
por el Consejo Territorial de Servicios Sociales 
y del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia (adscrito al Ministerio de De-
rechos Sociales y Agenda 2030). 

En virtud de estas medidas, el gobierno autonómi-
co de Andalucía emprendió una revisión completa 
del procedimiento administrativo bifásico que ha-
bía estado en vigor desde el año 2007.

En este contexto, el 16 de febrero de 2024 se pu-
blicó el Decreto-ley 3/2024, de 6 de febrero, por el 
que se adoptan medidas de simplificación y ra-
cionalización administrativa para la mejora de las 

relaciones de la ciudadanía con la Administración 
de la Junta de Andalucía y el impulso de la activi-
dad económica en Andalucía (BOJA núm. 34 de 
16 de febrero de 2024). Este decreto establece el 
nuevo procedimiento para el reconocimiento de 
la situación de dependencia y del derecho a las 
prestaciones del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia en Andalucía (SAAD), 
regulándose desde el artículo 142 hasta el artículo 
185, ambos inclusive. 

Con su entrada en vigor, el 16 de marzo de 2024, 
llegó el momento esperado por toda la ciudada-
nía andaluza, así como por los profesionales del 
ámbito social y jurídico, quienes aguardaban con 
esperanza la implementación de un nuevo proce-
dimiento que beneficie a las personas solicitantes 
y reduzca los tiempos de espera para la efectividad 
del derecho. Esta necesidad se hace especialmente 
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relevante ante el elevado porcentaje de personas 
mayores de 80 años que requieren acceder a los 
recursos del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia, con el objetivo de mejorar su 
calidad de vida.

Durante los primeros meses, imperó el desconoci-
miento y la desconfianza, tanto entre las personas 
usuarias como entre los propios profesionales del 
ámbito social. En este sentido, desde los servicios 
sociales comunitarios de diversos municipios se 
manifestaba una disconformidad respecto a su 
papel en el nuevo procedimiento, ya que se veían 
alejados de la tramitación de los expedientes de 
dependencia. Esta situación les impedía incluso 
acceder a la información necesaria para facilitar 
a las personas solicitantes datos sobre la fase de 
tramitación en la que se encontraba su expediente.

Sin embargo, no se puede negar la necesidad 
urgente de un cambio en el procedimiento, que 
incluya novedades en su tramitación con el obje-
tivo de agilizar los tiempos de resolución de los ex-
pedientes. Este cambio resulta fundamental para 
garantizar una atención más eficiente y efectiva a 
las personas solicitantes, mejorando así su acceso 
a los recursos necesarios.

Entre las novedades más destacadas se encuen-
tran la obligatoriedad de que la persona solicitante 
aporte, junto a la solicitud, el informe de condicio-
nes de salud, el cual deberá ser solicitado en el 
centro de salud y elaborado por el enfermero de 
enlace. 

Se crea la figura del personal de atención a la de-
pendencia, regulada en su artículo 146, que indica 
que estos profesionales deberán ser empleados 

públicos pertenecientes a los servicios socia-
les comunitarios de las entidades locales o de la 
Administración autonómica. Sin embargo, en la 
actualidad, las funciones asignadas a esta figura 
están siendo desempeñadas por personal de la 
Administración autonómica, mientras se espera la 
aprobación de la Orden por la que se desarrolla el 
procedimiento establecido para el reconocimiento 
de la situación de dependencia y del derecho a 
las prestaciones del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia en la Comunidad Autó-
noma de Andalucía,un proceso que se encuentra 
actualmente en tramitación. 
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Además, se establece la realización de una única 
visita para la valoración y determinación del recur-
so más adecuado para la persona dependiente. Se 
contempla el dictado de una única resolución que 
reconozca tanto el grado de dependencia como el 
Plan Individual de Atención (PIA) y se determina 
un orden de acceso a los servicios o prestaciones 
económicas. 

Sin embargo, surgen interrogantes respecto a la 
disociación entre el dictado de la resolución y la 
efectividad del derecho reconocido. Actualmente, 
no existe un listado transparente al que las perso-
nas dependientes puedan acceder para conocer 
su posición en la lista de acceso a los recursos. Esta 
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falta de información genera incertidumbre, ya que 
las personas afectadas no tienen claridad sobre el 
plazo estimado para la efectividad del recurso o 
prestación económica correspondiente. 

Casi un año después de la entrada en vigor del 
nuevo procedimiento, se observan dificultades en 
la implementación del mismo, especialmente en 
lo que respecta al nuevo sistema informático. Este 
cambio ha implicado la unificación de los cinco 
aplicativos informáticos que se utilizaban anterior-
mente, lo que ha generado incidencias técnicas 
que han dificultado la eficiencia en el manejo de 
los expedientes. En concreto, los expedientes ini-
ciados con fecha previa al 16 de marzo de 2024, 
quedan en el llamado “Sistema Transitorio” (Sha-
rePoint), pendiente de migración al nuevo sistema 
para poder continuar con su tramitación.  Por lo 
tanto, es imperativo que la administración auto-

nómica dirija sus esfuerzos hacia la migración total 
de los expedientes al nuevo sistema informático 
ya que es crucial para asegurar que ningún expe-
diente quede afectado por una mayor demora en 
su tramitación. 

En definitiva, consultados los datos estadísticos 
del IMSERSO, se observa que en Andalucía, a fe-
cha 31 de enero de 2025, el tiempo medio de ges-
tión desde la solicitud hasta la resolución de 
la prestación es de 597 días. Este plazo excede 
considerablemente el plazo establecido, que debe 
ser un máximo de 180 días. Ante esta situación, es 
fundamental que los poderes públicos continúen 
uniendo sinergias para perfeccionar el procedi-
miento administrativo y garantizar que el ejerci-
cio de este derecho subjetivo no se convierta en 
un mero deseo de la persona dependiente o una 
lucha sin fin para su familia.
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